

PROYECTO DE OBSERVACIÓN GENERAL Nro.2

El impacto de la desaparición forzada en las mujeres y niñas

[bookmark: bookmark=id.kj87t3qltttt]I. Introducción
1. El Comité contra la Desaparición Forzada (el Comité) reconoce la desaparición forzada de mujeres y niñas como una de las formas más extremas de violencia de género[footnoteRef:1]. Esta Observación General analiza la dimensión de género de este crimen y orienta a los Estados en el cumplimiento de sus obligaciones bajo la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas (CIPDF o la Convención), con una perspectiva de género y un enfoque diferencial.  [1:  A/HRC/WGED/98/2, párr.3.] 


2. La Observación General contextualiza la situación de las mujeres y niñas desaparecidas, de las buscadoras y los impactos diferenciados que enfrentan; define los ejes transversales para guiar la actuación estatal efectiva y desarrolla las obligaciones de los Estados Partes en materia de prevención, búsqueda, investigación, sanción, reparación integral, seguimiento y cooperación internacional. Para su elaboración, el Comité realizó cinco consultas regionales, impulsó una amplia consulta y analizó más de 50 contribuciones escritas recibidas.[footnoteRef:2]  [2:  Disponibles en línea ] 


[bookmark: bookmark=id.khx6rdhcak47]II. Situación de las mujeres y las niñas frente a la desaparición forzada

3. La desaparición forzada ha pasado de ser una práctica estatal encubierta a un crimen internacionalmente reconocido y condenado. Constituye una violación continua y pluriofensiva de derechos humanos[footnoteRef:3], cuyo impacto en mujeres y niñas está ligado a la discriminación y violencia de género. [3:  Corte IDH, Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, párr.155; Blake Vs. Guatemala, párr.39; Gomes Lund y otros Vs. Brasil, párr.104. ] 


4. El impacto de la desaparición forzada en mujeres y niñas presenta dos dimensiones interconectadas: i) las mujeres y niñas desaparecidas, cuya victimización puede responder a patrones específicos vinculados a su género, y ii) las mujeres que buscan a sus seres queridos y exigen verdad y justicia. El Comité considera que el término 'mujeres buscadoras' incluye a las niñas y adolescentes que asumen dichas labores. Ambas dimensiones evidencian cómo la desaparición forzada les afecta de manera diferenciada y refuerzan estructuras de violencia de género, así como patrones de subordinación y control social.

5. El Comité recuerda que la definición de “víctima” del artículo 24.1 de la Convención incluye a la persona desaparecida y a toda persona física que haya sufrido un perjuicio directo como consecuencia de una desaparición forzada, sin limitarse a vínculos biológicos o legales. Incluye diversas redes de afecto y cuidado, así como las “familias elegidas” de personas LGBTIQ+[footnoteRef:4]. Los Estados deben asegurar que su legislación y práctica reflejen esta definición y garanticen a todas las víctimas de desaparición sus derechos, sin discriminación. [4:  Corte IDH, Leonela Zelaya y otra vs. Honduras, párr.134. Tras la muerte de una mujer trans, la Corte reconoció a quien ella llamaba "hermana" como víctima elegible para reparaciones, validando así los vínculos de "familias elegidas" de personas LGBTIQ+ ante la exclusión biológica. ] 


A. [bookmark: bookmark=id.86p2hr8nrz77]Mujeres y niñas desaparecidas forzadamente

6. La desaparición forzada de mujeres y niñas es una manifestación brutal de la violencia de género[footnoteRef:5] y se inscribe en un contexto de violaciones múltiples y preexistentes que las afectan de manera desproporcionada.  [5: CEDAW/C/83/D/153/2020, párr.7.4.  ] 

7. Este crimen se comete en diversos contextos, incluidos conflictos armados, represión estatal, situaciones de altos niveles de violencia política, inseguridad y movilidad humana. Los desastres naturales, las emergencias humanitarias y el colapso temporal de las estructuras estatales incrementan el riesgo de desapariciones, trata y violencia sexual, afectando desproporcionalmente a mujeres y niñas,[footnoteRef:6] especialmente en entornos como los campamentos de refugiados, los albergues temporales o los tránsitos migratorios[footnoteRef:7]. [6: CED/C/IRQ/VR/1(Findings),párr.30; CED/C/COL/VR/1(Findings), párr.28; CED/C/MEX/VR/1 párrs.14 y 20, CED/C/MEX/VR/1(Recommendations), párr.73.]  [7:  CED/C/COL/VR/1(Finding), párr.33.] 

8. Los perpetradores y sus motivos son diversos. Tanto agentes estatales como no estatales —incluidos grupos criminales[footnoteRef:8], grupos armados ilegales y fuerzas paramilitares[footnoteRef:9]— utilizan a mujeres y niñas como botín de guerra, para controlar territorios o con fines de explotación económica, incluida la trata de personas[footnoteRef:10]. También recurren a su desaparición como mecanismo de “limpieza social”, en contextos de represión de protestas, de operaciones antiterroristas, y como violencia política de género para castigarlas por desafiar roles de género, ejercer activismo o participar en labores de búsqueda. En el ámbito privado, familiares o comunidades pueden perpetrar o facilitar la desaparición para ejercer control doméstico, castigar la transgresión de los roles de género o impedir que las víctimas huyan de la violencia[footnoteRef:11]. Estos crímenes son frecuentemente invisibilizados o normalizados por marcos legales y prácticas institucionales que toleran esta violencia o la relegan al ámbito privado, obstaculizando su esclarecimiento y sanción. [8:  CED/C/MEX/VR/1(Findings), párr.13.]  [9:  CED/C/10, párr.2-8.]  [10:  A/HRC/41/46/Add.1, párrs.5–6.]  [11:  ONU Mujeres/ICTJ, Las desaparecidas y las invisibles, “las desaparecidas”p.5.] 

9. La desaparición forzada de mujeres y niñas suele formar parte de un continuum de violencia vinculado a otros delitos y graves violaciones de derechos humanos. Estas conexiones revelan el modus operandi de los perpetradores y los motivos de género detrás de la desaparición y son esenciales para diseñar estrategias de búsqueda e investigación y determinar una reparación integral.
10. La violencia reproductiva es una de las formas más graves de abuso asociadas a la desaparición forzada de mujeres y niñas. El confinamiento propio de la desaparición impide el acceso a servicios de salud sexual y reproductiva, como los necesarios durante el parto o el aborto seguro. De especial gravedad son los casos de mujeres que, estando desaparecidas o en cautiverio, dieron a luz y cuyos bebés les fueron sustraídos y apropiados, mientras ellas permanecían desaparecidas o fueron posteriormente ejecutadas[footnoteRef:12]. [12:  Amnistía Internacional, Tiempo de Verdad y de Justicia; CED/C/COL/VR/1, párr.30.] 

11. La desaparición forzada de mujeres y niñas también implica una violación de sus derechos económicos, sociales y culturales, al irrumpir en sus proyectos de vida, trayectorias educativas y laborales. Incluso en los casos en que la víctima es encontrada con vida, la reintegración puede verse obstaculizada por el trauma, el daño físico, el estigma, las barreras administrativas o la brecha educativa o laboral generada durante su ausencia[footnoteRef:13].En algunos contextos, el estigma se agrava por la presunción de haber sufrido violencia sexual, lo que las expone al rechazo familiar o comunitario e incluso a ser asesinadas en nombre del honor[footnoteRef:14]. [13:  OACNUDH, Accountability for Enforced Disappearances in Sri Lanka, pá]  [14:  CEDAW/C/GC/31–CRC/C/GC/18, párrs.29–30.] 

12. La desaparición forzada de niñas y adolescentes impone a los Estados la obligación de actuar conforme al interés superior del niño[footnoteRef:15]. Al ponerlas fuera de la protección de la ley, no solo se violan las garantías judiciales básicas aplicables a toda persona, sino también las garantías reforzadas que rigen la privación de libertad de menores de edad[footnoteRef:16]. [15:  Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), art.3.]  [16:  Ibid., art.37.] 

13. El acceso a los mecanismos de búsqueda se ve obstaculizado por la invisibilidad estadística del crimen. No existe una cifra fiable de  mujeres y niñas desaparecidas forzadamente debido a que, en muchos países: (i) no existe registros de mujeres y niñas desaparecidas forzadamente; (ii)  no se tipifica la desaparición forzada como un delito autónomo lo que impide su registro adecuado[footnoteRef:17], (iii) se clasifican bajo otros delitos – secuestro, violencia sexual, trata[footnoteRef:18], tráfico ilegal de migrantes[footnoteRef:19] o femicidios[footnoteRef:20] - en registros sin datos desglosados;[footnoteRef:21] y (iv) al alto subregistro, resultado del desconocimiento del crimen, el temor  a represalias y barreras lingüísticas, culturales, geográficas, económicas y de accesibilidad. [17:  CED/C/MNE/OAI/1, párr.14.b; CED/C/CRI/C0/1, párr.16 y 17 a); CED/C/HND/OAI/1, párr.15; CED/C/CZE/CO/1, párr.17; CED/C/MIL/CO/1, párr.18; CED/C/GCR/CO/1, párr.12; CED/C/ESP/OAI/1, párr.5.]  [18:  FIDH, ¿Quién nos busca?, ¿quién nos cuida?, p. 16.]  [19:  CED/C/GC/1.]  [20:  OEA/Ser.L/II.7.10; CED/C/MEX/VR/1(Findings),, párr.14. Defensoría del Pueblo del Perú, Reporte Igualdad y No Violencia. ¿Qué pasó con ellas?.]  [21:  CED/C/LKA/CO/1, párr.29; CED/C/NOR/CO/1, párr.9; CED/C/KHM/CO/1; párr.13; y CED/C/MEX/OAI/2, párr.14.] 

14. Esta falta de datos se agrava por una respuesta institucional condicionada por estereotipos de género, que resta seriedad y celeridad a las denuncias y afecta la valoración probatoria en todas las etapas del proceso de búsqueda y justicia. Entre los estereotipos más frecuentes figuran: i) presumir "fuga voluntaria" o "ausencia temporal", especialmente en adolescentes; ii) indagar sobre la vida personal, social o sexual de la víctima para justificar la inacción o culpabilizar a la víctima; iii) minimizar el riesgo cuando la víctima ejerce la prostitución, consume sustancias, es migrante o vive en situación de calle; iv) clasificar erróneamente los casos como asuntos "domésticos" o "privados" que no requieren intervención urgente; v) cuestionar la credibilidad de las víctimas basándose en su vida personal[footnoteRef:22]; y vi) en el caso de mujeres trans, obstaculizar la búsqueda por registros que no reflejan su identidad de género. Estos estereotipos incrementan el riesgo, perpetúan narrativas que culpan a las víctimas y normalizan formas extremas de violencia de género[footnoteRef:23]. [22:  OEA/Ser.L/V/II; CIDH, Acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia en las Américas.]  [23: CEDAW/C/GC/33, párrs. 26–28. ] 


B. [bookmark: bookmark=id.c54icsvfi5eu]Mujeres buscadoras 
15. Se denominarán mujeres buscadoras a aquellas mujeres y niñas, en toda su diversidad, que, de forma individual y/o colectiva, se dedican a la búsqueda de personas desaparecidas forzadamente.[footnoteRef:24] Aunque esta observación se centra en las mujeres, muchas de sus reflexiones pueden extenderse a todas las personas buscadoras. [24:  Ley 2364 de 2024 (Colombia) define como mujeres buscadoras a: “aquellas que, de forma individual y/o colectiva, se han dedicado en forma continua y sustancial a la búsqueda de víctimas de desaparición forzada”.] 

16. Ante la falta de respuestas estatales efectivas y la impunidad, son las mujeres quienes asumen la búsqueda en el marco de los roles de cuidado históricamente asignados a ellas[footnoteRef:25]. Buscan a la persona desaparecida y defienden su dignidad frente a estigmatizaciones que las culpan[footnoteRef:26]. [25:  IDHEAS, contribución a la Observación.]  [26: Joan Cabasés Vega, Ellas buscan a sus seres desaparecidos en las guerras de Medio Oriente; MUGAK, Desaparecidos. Fadwa Mahmud: luchadora, madre y esposa de dos desaparecidos en las cárceles de Siria.] 

17. El trabajo de las mujeres buscadoras, muchas veces organizado en colectivos, trasciende lo familiar y se convierte en una acción política para prevenir y erradicar todas las desapariciones forzadas[footnoteRef:27]. Ejercen una ciudadanía activa que fortalece la democracia y la paz. Su labor es clave en procesos de verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición, tanto en el ámbito nacional como internacional, incluida la elaboración de la propia Convención. El Comité reconoce a las mujeres buscadoras como defensoras de los derechos humanos[footnoteRef:28] y constructoras de paz[footnoteRef:29].  [27:  La práctica de “apadrinar” restos no identificados,. Ver Hacemos Memoria, Las Madres de la Candelaria buscarán a las familias de los desaparecidos en Dabeiba. ]  [28:  CEDAW/C/MEX/CO/10, párr.58.]  [29:  ICIP, Aportaciones de las mujeres buscadoras a la construcción de paz.] 

18. Durante su labor de búsqueda, las mujeres experimentan impactos diferenciados, exacerbados por la intersección de múltiples formas de discriminación.[footnoteRef:30] Enfrentan serias limitaciones para acceder a la justicia, derivadas de la discriminación institucional, la falta de información y la estigmatización por motivos de género[footnoteRef:31]. Estas barreras se agravan por las dificultades para participar de manera efectiva en los procesos, especialmente cuando han sido forzadas al exilio y deben continuar su labor desde el extranjero. [30:  CED/C/7*, principio 4. CED/C/23/2, párr.20; CED/C/COL/VR/1 (Recommendations) párr.65-66.]  [31:     CED/C/COL/VR/1 (Recommendations) párr.68. CED/C/IRQ/OAI/2, párr.35 a) y36 a).
] 

19. Las buscadoras son con frecuencia víctimas de represalias[footnoteRef:32], amenazas, hostigamiento y vigilancia, lo que, en numerosas ocasiones, las obliga a abandonar a sus familias, a desplazarse forzosamente o a exiliarse[footnoteRef:33] para proteger sus vidas. En los casos más extremos, estas represalias escalan hasta el secuestro, la desaparición forzada o el asesinato.[footnoteRef:34] [32: CED/C/URY/CO/1, párr.38; CED/C/ARG/CO/1, párr.41; CED/C/ESP/CO/1, párr.37; CED/C/MEX/CO/1, párr.47; CED/C/COL/CO/1, párr.42; CED/C/MEX/VR/1 (Findings), párr.17.]  [33:  Fundación Nydia Érika Bautista, Actuando desde el exilio.; CED/C/LKA/CO/1, párrs. 45,a) y 65]  [34:  CEDAW/C/MEX/CO/10, párr.55, Amnistía Internacional. Buscar sin Miedo. Estándares Internacionales aplicables a las mujeres buscadoras en las Américas,pág.55] 

20. Las mujeres buscadoras que realizan actividades de incidencia pública sufren, además, hostigamiento discursivo y violencia digital, alimentados por narrativas estigmatizantes[footnoteRef:35] que cuestionan su capacidad de crianza o las responsabilizan del cuidado exclusivo de sus familiares. Estos ataques se agravan cuando las autoridades minimizan el crimen o desacreditan su labor. [35:    UN Women, Women rights in review 30 years after Beijing, pág.14.] 

21. Las mujeres asumen esta labor en medio de un profundo sufrimiento psicológico, agravado por el impacto de la desaparición, tanto en ellas como en su labor de cuidado de sus seres queridos[footnoteRef:36]. Quienes crecen en este contexto a menudo experimentan un duelo no resuelto y una sensación persistente de inseguridad. Muchas mujeres llevan décadas en esta labor, truncan su proyecto de vida[footnoteRef:37] y enfrentan graves consecuencias emocionales y sociales. La feminización de la búsqueda implica que esta labor, al estar vinculada a los roles tradicionales de cuidado asignados a las mujeres, se perpetúa en las familias.[footnoteRef:38] Las madres envejecen o fallecen sin encontrar a sus seres queridos, y son las hijas quienes heredan la responsabilidad, el duelo inconcluso y el peso emocional acumulado,[footnoteRef:39] que generan un trauma transgeneracional.[footnoteRef:40] [36:  Corte IDH, El contenido y alcance del derecho al cuidado y su interrelación con otros derechos, Opinión Consultiva OC-31/25, párrs 89-90. Véase también CEDAW/C/GC/38, párr. 50.]  [37:  Corte IDH, Alvarado Espinoza y otros Vs. México, párr. 314; y Tabares Toro y otros Vs. Colombia, párr. 117 reconociendo que la víctima "renunció a su proyecto de vida para dedicarse a la búsqueda de su hijo".]  [38:  IDHEAS, contribución a la Observación ]  [39:  J. Mantilla, '¿Y si yo lo encuentro, ¿qué?': El rol de las mujeres buscadoras en la lucha por la verdad, la justicia y la memoria, págs.16-17.]  [40:  CED/C/MEX/VR/1, párrs.56-59; CED/C/IRQ/VR/1, párr.53; y CED, Colombia: las desapariciones forzadas no son un legado del pasado, sino una realidad cotidiana - Declaración de fin de misión.] 

22. La labor de búsqueda tiene un impacto en los derechos económicos, sociales y culturales de las mujeres al imponerles una triple carga: la búsqueda misma, la reorganización del cuidado familiar y la subsistencia económica, con graves repercusiones en su salud física y mental[footnoteRef:41] y en el ejercicio pleno de su derecho al cuidado en sus tres dimensiones: ser cuidadas, cuidar y auto-cuidarse.[footnoteRef:42] [41:  IDHEAS, Informe sobre afectaciones a la salud de familiares de personas desaparecidas, y la respuesta institucional en México; Human Rights and Justice Centre, The Impact of Enforced Disappearance on Women in Nepal.]  [42:  Corte IDH, Opinión Consultiva OC-31/25. Ver Peritaje de Laura Pautassi en la audiencia pública de Lalinde y otros vs. Colombia.] 

23. Las buscadoras frecuentemente se convierten en el principal sostén económico del hogar[footnoteRef:43]. Quienes no trabajan fuera de casa deben combinar las labores domésticas y cuidado con empleos precarios y mal remunerados, mientras que, quienes tienen empleo ven afectada su trayectoria profesional al compatibilizar la búsqueda con sus responsabilidades laborales y familiares. Esta sobrecarga se agrava por su sobrerrepresentación en el sector informal, que limita su acceso a la protección social, y por la falta de protecciones jurídicas que les permitan ausentarse sin arriesgar su sustento. [43:  CED/C/15/3, párr. 11. ] 

24. A esta carga económica se suma la dificultad para acceder al patrimonio familiar debido a patrones socioculturales y estereotipos de género preexistentes. Con frecuencia, los patrimonios familiares están registrados únicamente a nombre de los hombres y cuando el titular registral desaparece, se dificulta el acceso de las mujeres a los activos, depósitos bancarios, la gestión de propiedades o la recepción de la pensión, y se expone, especialmente a las adultas mayores, al riesgo de que familiares o personas de su entorno intenten apropiarse de los bienes de los desaparecidos[footnoteRef:44].  [44:  CED/C/LKA/CO/1, párr.65; CED/C/GMB/CO/1, párr. 57.] 

25. La Convención obliga a regular la situación jurídica de las personas desaparecidas[footnoteRef:45], sin embargo, numerosas legislaciones siguen condicionando el acceso a derechos y servicios. En algunos contextos, se exige el certificado de defunción del padre desaparecido para la matrícula escolar de sus hijos o hijas[footnoteRef:46]. Este requisito injustificado tiene un impacto diferenciado sobre las mujeres y constituye una forma de discriminación y de violencia simbólica, al forzarlas a declararse “viudas”. Esta situación genera graves repercusiones sociales y culturales: enfrentan estigmas tanto por declararse viudas como por no hacerlo o por decidir rehacer su vida, y padecen presiones comunitarias para realizar ritos funerarios. En contextos patriarcales, afecta su relación con la comunidad e incluso regula aspectos de su vida cotidiana, como su vestimenta o las tradiciones que deben seguir. [footnoteRef:47] [45:  CIPDF. Art.24.6]  [46:   Norwegian Refugee Council, Legal Guide to Children’s Rights in Iraq.]  [47:  ‘Las desaparecidas’, pag 7; ICTJ, Living with the Shadows of the Past; CED/C/IRQ/VR/1, párrs.107-109] 

26. La pérdida del sustento económico del familiar desaparecido, sumada a los costos de la búsqueda y, en algunos casos, al desplazamiento forzado, a menudo hace imposible el sostenimiento de los gastos o créditos de la vivienda familiar y, por tanto, genera inseguridad habitacional que vulnera el derecho de las mujeres y sus familias a una vivienda digna.
27. Muchas mujeres buscadoras se ven obligadas a abandonar sus estudios o a limitar su acceso a la educación formal debido a las múltiples responsabilidades que asumen. El impacto es intergeneracional, y afecta de manera desproporcionada a las hijas de las buscadoras, quienes a menudo asumen roles de cuidado a temprana edad, comprometiendo así su desarrollo integral, su proyecto de vida y su derecho a la educación.
28. El Comité presta especial atención a las mujeres que buscan a sus hijos e hijas, nietos o nietas que fueron sustraídos de sus madres víctimas de desaparición forzada[footnoteRef:48]. La desaparición del niño o niña[footnoteRef:49] se utilizó como una herramienta de castigo contra la madre, quien, por motivos ideológicos, políticos o por su condición de madre soltera o empobrecida, se consideraba no “apta” para la crianza[footnoteRef:50], una práctica estereotipada que constituye una forma de violencia reproductiva. Estas mujeres enfrentan barreras específicas en su búsqueda, ya que las desapariciones de niños y niñas a menudo fueron encubiertas mediante adopciones fraudulentas o la falsificación de documentos en los registros de nacimiento[footnoteRef:51]. [48:   Fenómeno conocido en diversos contextos como los “bebés robados”—.]  [49:  ‘Las desaparecidas’; Ministerio de Justicia (Argentina), Maternidades clandestinas; CED/C/9, párr. 2; CDN, arts. 8 y 16]  [50:  A/HRC/48/46, párrs. 12–14.]  [51:  CED/C/9, párr.2; Abuelas de Plaza de Mayo, Niños desaparecidos. Jóvenes localizados 1975-2015; Shreya Chellu; Swissinfo, Niños de Sri Lanka adoptados ilegalmente en Suiza; CED/C/LKA/CO/1, párr. 75,a)] 

[bookmark: _heading=h.nuv80mo0k4t6][bookmark: bookmark=id.wok3u0o1qvqz]III. Ejes transversales

29. El Comité considera indispensable la aplicación de enfoques y principios transversales que deben guiar a los Estados Partes conforme a la Convención. 

A. [bookmark: bookmark=id.f6kqf2wzfc0y]Perspectiva de género

[bookmark: bookmark=id.mqae9wpbfwi6]30. La perspectiva de género[footnoteRef:52] busca visibilizar las relaciones de poder históricas que privilegian lo masculino heterosexual y generan desigualdades[footnoteRef:53] construidas socialmente e interrelacionadas con factores como etnia, edad, orientación sexual y condición socioeconómica[footnoteRef:54]. Permite identificar cómo las políticas públicas afectan de manera distinta a las personas, evidenciar abusos e impactos desproporcionados contra las mujeres y orientar acciones para transformar las causas de la violencia y la discriminación. El Comité señala que, aunque la mayoría de las personas desaparecidas son hombres —lo que evidencia que el género influye en este crimen—, la Observación General se centra en las mujeres y niñas desaparecidas, así como en las buscadoras afectadas por la discriminación estructural, la violencia de género y los estereotipos sociales. Asimismo, reconoce que otras personas pueden ser víctimas de desaparición forzada o sufrir sus consecuencias por su orientación sexual, identidad o expresión de género. Por ello, los Estados deben aplicar transversalmente la perspectiva de género en su respuesta a las desapariciones forzadas. [52:  A/HRC/WGEID/98/2, Preámbulo.]  [53:  Marcia Aguiluz, Manual para la aplicación de los enfoques de género e interseccional en la atención que brinda el personal del Sistema Nacional de Protección, pág.6; CEDAW: Recomendación General 39, párrs.9 y 15; Recomendación General 35 (2017) sobre violencia de género, párr. 12 y 31c); CRC Observación General N14 (2013) sobre el interés superior del niño, párr 5 y 55; Observación General 20 (2016) sobre adolescencia, párr.8]  [54:  Ibid, pág.6.] 


B. [bookmark: bookmark=id.fbuvn7bjr6zr] Enfoque diferencial

31. Este enfoque profundiza en el principio de igualdad y no discriminación al reconocer que las normas y políticas afectan a las mujeres y las niñas de manera distinta según las circunstancias de cada una.[footnoteRef:55] Este enfoque reconoce que la discriminación contra ellas se agrava por la intersección de múltiples factores que incrementan el riesgo y generan formas específicas de violencia y desprotección[footnoteRef:56]. La respuesta estatal no debe ser neutral, sino que debe distinguir y atender los requerimientos y necesidades específicos de las víctimas de desaparición forzada. Las niñas y adolescentes enfrentan riesgos vinculados a la trata. Las mujeres indígenas, afrodescendientes y de minorías étnicas o religiosas sufren racismo estructural. Las mujeres LBTIQ+ pueden ser víctimas de violencia “correctiva”. Las migrantes, refugiadas y desplazadas enfrentan riesgos en las rutas y en las fronteras. Las mujeres con discapacidad, las adultas mayores y las defensoras de derechos humanos también enfrentan obstáculos y riesgos específicos. [55:  Ibid, pág.6.]  [56:  CED/C/7*, Principio 4;  CED/C/NOR/CO/1, párrs.27c) y 28c); CED/C/CRI/CO/1, párr.22; CED/C/COL/OAI/1, párr.19a), 25b) y 27d).] 


C. Análisis de contexto

32. El análisis de contexto permite comprender las condiciones en las que ocurre el delito, evaluando las dinámicas políticas, económicas, sociales, culturales, históricas y territoriales que rodean la desaparición de personas e integrando las experiencias y narraciones de quienes han vivido o presenciado situaciones de criminalidad relacionadas[footnoteRef:57]. Su propósito es identificar las razones, intereses y mecanismos que sustentan la desaparición y facilitan su ocultamiento[footnoteRef:58]. Esta herramienta permite diseñar estrategias de prevención focalizadas, orientar la búsqueda más allá de las hipótesis individuales y garantizar investigaciones que aborden la naturaleza sistémica del crimen[footnoteRef:59]. En el caso de las mujeres y las niñas, dicho análisis debe considerar no solo los patrones de criminalidad del territorio —como la presencia de actores armados o de la delincuencia organizada—, sino también el continuum de violencia sufrida por la víctima, las relaciones de poder que la hacían especialmente vulnerable y la necesidad de contrarrestar los estereotipos de género que, al ser internalizados por los operadores de justicia, obstaculizan la investigación. Este análisis de contexto también debe tomar en cuenta elementos individuales, reconociendo los antecedentes específicos de las víctimas en cuanto a su salud física y mental, analizando sus rutinas, actividades, relaciones, y los medios de comunicación que utilizaban habitualmente, entre otros detalles que pueden ofrecer a las autoridades indicios sobre las particularidades de cada desaparición[footnoteRef:60]. [57:  Comisión Nacional de Búsqueda de México y USAID, El ABC del Análisis de Contexto, p.21.]  [58:  Ibid.]  [59:  CED/C/IRQ/VR/1(Recomendaciones) párr.16; CED/C/COL/VR/1 (Recomendaciones), párr. 108a), IMDHD, Manual para el Análisis de Contexto de casos de personas desaparecidas en México, págs. 45-51.]  [60:  Argentina, Guía de actuación para la búsqueda de mujeres y personas LGBTI+ desaparecidas en contextos de violencia de género (‘Guía Argentina’), págs.24 y 31.] 


D. [bookmark: bookmark=id.vwtyvymianem]Participación y acceso a la información

33. Los Estados deben garantizar la participación[footnoteRef:61] plena, significativa, segura y efectiva de toda persona con un interés legítimo en los procesos de prevención, búsqueda, investigación, protección y reparación[footnoteRef:62], así como en el diseño, implementación, seguimiento y evaluación de todas las leyes, políticas públicas, mecanismos de respuesta a la desaparición forzada[footnoteRef:63].  [61:  A/HRC/WGEID/98/2, párr.33-36]  [62:  Modelo de protocolo latinoamericano de investigación de las muertes violentas de mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio), p. 111-114.]  [63:  CIPDF, art.24.7;] 


34. Una participación real exige asegurar que los aportes, experiencias y sugerencias de las víctimas y allegados sean debidamente tomados en cuenta. Exige eliminar las barreras adicionales para las mujeres y niñas indígenas, con escolaridad limitada, barreras lingüísticas o discapacidad, mediante acompañamiento e interpretación culturalmente adecuados y formatos de comunicación accesibles[footnoteRef:64]. En el caso de niñas y adolescentes, se debe velar por superar una visión adultocéntrica y asegurar que su opinión sea plenamente considerada. [64:  CED/C/7*, Principio 4.] 


35. El Comité ha señalado que los Estados deben garantizar la implementación de mecanismos oficiales claros que informen periódicamente a los allegados de las víctimas y sus representantes sobre el avance de la búsqueda, la investigación y los procesos judiciales[footnoteRef:65]. La confianza y el diálogo entre instituciones, víctimas y colectivos de buscadoras son esenciales para una respuesta efectiva. [65:  CIPDF art.24; CED/C/7*, Principio 5; CED/C/21/2, pár. 13. ] 


[bookmark: bookmark=id.tc6mi07l8wo1]E. Debida diligencia reforzada

36. El estándar de debida diligencia reforzada exige que los Estados actúen con cuidado, prontitud y exhaustividad superiores a los ordinarios, reconociendo la situación de vulnerabilidad de las mujeres y niñas frente a la violencia de género y la discriminación estructural. Esto implica realizar una lectura sistémica del derecho internacional: las obligaciones de búsqueda e investigación de la Convención, que se refuerzan con los estándares de la CEDAW y los instrumentos regionales sobre violencia contra la mujer.[footnoteRef:66] El incumplimiento de este estándar compromete la responsabilidad internacional del Estado, incluidas las desapariciones perpetradas por agentes no estatales, ante las cuales debe desplegar todos los medios a su alcance para prevenir riesgos, buscar a la persona desaparecida, investigar los hechos con perspectiva de género y enfoque diferencial, y garantizar el acceso a la justicia y la reparación integral de las víctimas. [66:  CEDAW/C/GC/35, párr. 24; Corte IDH, Caso González y otras vs. México, párr.258, estableciendo el estándar de debida diligencia estricta frente a denuncias de desaparición de mujeres; y Convención de Belém do Pará, art.7.b).] 


[bookmark: bookmark=id.v17j1xedeve9]IV. Obligaciones de los Estados 

37. La Convención obliga a los Estados Partes a adoptar medidas para garantizar el derecho de toda persona a no ser desaparecida[footnoteRef:67], ya sea cometido por sus agentes o por actores no estatales que actúan con su autorización, apoyo o aquiescencia, en tiempos de paz, de conflicto armado o en situaciones de control territorial por grupos armados[footnoteRef:68].  El Estado está obligado a prevenir, investigar, sancionar y buscar con debida diligencia,[footnoteRef:69] prestando especial atención a las situaciones de vulnerabilidad de mujeres y niñas. La comisión de desapariciones forzadas de manera generalizada o sistemática puede constituir un crimen de lesa humanidad y conlleva las consecuencias previstas en el derecho penal internacional[footnoteRef:70]. [67:  CIPDF, art. 1.1.]  [68:  CED/C/10, párr.2-8.]  [69:  CED/C/10, párr.9-22. ]  [70:  CIPDF, art. 5. ] 


38. Las siguientes secciones detallan las obligaciones específicas de los Estados en materia de prevención[footnoteRef:71], investigación, enjuiciamiento y sanción[footnoteRef:72], protección[footnoteRef:73] y reparación integral [footnoteRef:74]. [71:  CIPDF, art. 3 y 17.]  [72:  CIPDF, art. 12 y 7.]  [73:  CIPDF, art. 18 y 24.]  [74:  CIPDF, art. 24.] 

A. [bookmark: bookmark=id.3j5q03yvnhtl][bookmark: _heading=h.fk7n5bgvo9o7]Prevención
39. La obligación de prevenir la desaparición forzada, consagrada en la Convención,[footnoteRef:75] adquiere una dimensión particular y reforzada en el caso de las mujeres y las niñas; no se limita a evitar la comisión del crimen, sino que exige abordar y erradicar las fallas estructurales y las causas subyacentes del riesgo, en particular la discriminación y la violencia sistemática contra las mujeres. [75:  CIPDF, Preámbulo.] 

1. Recopilación, sistematización y análisis de datos 
40. Los Estados deben crear y mantener registros y bases de datos unificados, públicos, accesibles, actualizados e interoperables de personas desaparecidas, que incluyan las desapariciones forzadas. Dicha información debe desagregarse por sexo y edad e incluir la nacionalidad, la orientación sexual, la identidad de género, el origen étnico y religioso, la condición de embarazo, orfandad y discapacidad, en caso de corresponder, la situación migratoria de la persona desaparecida, así como el lugar, la fecha, el contexto y las circunstancias de la desaparición. 
41. Los registros sobre desaparición forzada deben articularse con otras fuentes de información, como denuncias de violencia doméstica o sexual, trata de personas y femicidios, para identificar patrones, factores de riesgo y posibles alertas tempranas. Su análisis debe ser sensible al género, sin limitarse a datos cuantitativos, garantizando un análisis de contexto para comprender el continuum de violencia que a menudo procede a la desaparición 
42. La transparencia y el acceso público a estos registros, con las debidas salvaguardas de protección de datos, constituyen, en sí mismos, una medida de prevención. La publicación de datos sobre denuncias, investigaciones y sentencias por desaparición forzada y agresiones contra buscadoras puede evidenciar las realidades y dimensiones de la impunidad a las que se enfrentan las víctimas.
43. Los Estados deben garantizar la existencia y el acceso a registros rigurosos de todas las personas privadas de libertad, información crucial para prevenir la violencia sexual y otras formas de tortura de género durante la detención, preludio de una posible desaparición forzada[footnoteRef:76]. [76:  CIPDF, Art. 17. CED/C/MEX/VR/1 (Recommendations) párr.111; CED/C/IRQ/VR/1 (Recommendations) párrs.67,69-70 CED/C/COL/VR/1 (Recommendations), párr. 109 CED/C/BEN/CO/1, párr.42 a); CED/C/NOR/CO/1 , párr.38 b); CED/C/MLI/CO/1, párr 41 d); CED/C/PER/CO/1, párr.25b); CED/C/TUN/CO/1, párr.30 c); CED/C/ARM/CO/1, párr.18.] 

44. En contextos transfronterizos, la cooperación interestatal y el intercambio de información son cruciales para prevenir la desaparición de mujeres y niñas migrantes, quienes enfrentan riesgos específicos asociados a la violencia sexual y de género, a las redes de delincuencia organizada y a la trata de personas, agravados por la ausencia de presencia institucional en las rutas migratorias. La situación de irregularidad administrativa, el temor a la deportación o las barreras lingüísticas obstaculizan con frecuencia la denuncia y la activación de mecanismos de búsqueda[footnoteRef:77].   [77:  CED/C/GC/1, párrs.56-59 y párrs. 68-71 y ONU Mujeres, Protección de las personas que defienden los derechos humanos de las mujeres en riesgo en contextos de migración.] 

2. Alertas tempranas 
45. Los Estados deben establecer y fortalecer mecanismos de alerta temprana y de reacción inmediata garantizando una respuesta coordinada e interinstitucional, rápida y obligatoria, desde el reporte de la desaparición de una mujer o niña. 
46. Estos mecanismos deben garantizar la aplicación de la perspectiva de género y la debida diligencia reforzada. Esto exige a los Estados erradicar cualquier obstáculo normativo o fáctico que retrase la activación, como la imposición de plazos de espera (24 o 48 horas), para iniciar los procesos de búsqueda e investigación de forma inmediata tras ser informados de una desaparición, incluso en ausencia de una denuncia formal[footnoteRef:78]. Los sistemas deben incorporar indicadores de género y de riesgo para superar la inacción inicial basada en estereotipos discriminatorios, cuya aplicación constituye una violación de las obligaciones del Estado.  [78:  CIPDF. Art. 12.1.] 

3. Análisis de riesgo
47. El análisis de riesgo es prioritario porque permite identificar y evaluar potenciales situaciones de vulnerabilidad de determinados grupos y contextos, medir la probabilidad de ocurrencia de desapariciones de mujeres y niñas, y adoptar medidas apropiadas para prevenir dichos riesgos[footnoteRef:79]. Los planes de prevención, elaborados en consulta con los gobiernos subnacionales y sociedad civil, deben contener información accesible sobre cómo denunciar y dónde encontrar apoyo e información accesible, establecer rutas claras de atención y asistencia, y prever la creación de refugios seguros. Los análisis de riesgo deben actualizarse regularmente y estar vinculados a acciones concretas de protección, contemplando los riesgos adicionales que enfrentan defensoras, activistas o periodistas, y sus familias. [79:  EU, La comprensión y gestión del riesgo en el contexto de la desaparición de personas, Una guía para la toma de decisiones a fin de evaluar  el riesgo y la urgencia de un caso de desaparición de personas. ] 

48. Los análisis de riesgo deben incluir el monitoreo de patrones digitales de captación de mujeres y niñas, en coordinación con organismos especializados en delitos cibernéticos. Las medidas de prevención deben incluir: i) campañas de educación digital dirigidas a niñas, adolescentes y sus familias sobre los riesgos de captación en línea, evitando responsabilizar a las víctimas; ii) capacitación de funcionarios en investigación de delitos digitales y análisis de metadatos, comunicaciones electrónicas y geolocalización; iii) marcos legales que exijan a las empresas de tecnología mecanismos de reporte y prevención de captación de personas y de colaboración para la obtención y preservación inmediata de evidencia electrónica, dada su naturaleza transitoria y el riesgo de pérdida irreversible, respetando las garantías de privacidad; y iv) creación de unidades especializadas en ciberdelitos con perspectiva de género. Asimismo, los Estados deben abordar la violencia digital contra las mujeres buscadoras, incluyendo el acoso en línea, la difusión de información falsa, las campañas de desprestigio y el “doxing” (la publicación de información personal). Los mecanismos de protección descritos en la Sección IV deben contemplar medidas específicas contra la violencia digital.
49. En contextos de movilidad humana, los Estados deben garantizar evaluaciones de riesgo rigurosas y con perspectiva de género en todos los procedimientos de asilo, y abstenerse de deportar a mujeres a países donde estarían en peligro de ser sometidas a desaparición forzada. A su vez, deben contemplar la confiscación de documentos de identidad de las mujeres migrantes como un riesgo que incrementa su vulnerabilidad a la desaparición, que debe erradicarse mediante mecanismos de denuncia accesibles y efectivos[footnoteRef:80]. Esto debe acompañarse de otras medidas de prevención, como la creación de vías seguras y legales para la migración, concesión de visados humanitarios y programas de reunificación familiar[footnoteRef:81].  [80:  CED/C/GC/1, párr. 35.]  [81:  Ibid párr. 46.] 

4. La tipificación de la desaparición forzada
50. Una medida esencial de prevención es la tipificación del delito de desaparición forzada en la legislación del Estado Parte[footnoteRef:82]. El Comité subraya la importancia de diferenciarlo de otros tipos penales (como el secuestro) o clasificaciones administrativas (como "persona extraviada" o "ausente"), que minimizan su gravedad y obstaculizan la búsqueda y las investigaciones inmediatas. Los Estados deben garantizar que las desapariciones forzadas estén claramente tipificadas y asegurar la activación de mecanismos de búsqueda sin demora. Al establecer las penas, los Estados podrán considerar como circunstancias agravantes los motivos basados en género, reconociendo la situación de particular vulnerabilidad de las mujeres.[footnoteRef:83]Asimismo, los Estados deben tipificar las desapariciones forzadas como crímenes de lesa humanidad “tal como está definido en el derecho internacional aplicable y entraña las consecuencias previstas por el derecho internacional aplicable”[footnoteRef:84]. [82:  CIPDF, art. 4.]  [83:  CIPDF, art.7.2. b.]  [84:  CIPDF, art.5.] 


51. La invisibilidad normativa de las desapariciones forzadas y su impunidad alimentan su repetición[footnoteRef:85]. Combatirla exige eliminar leyes que obstaculicen la justicia, o que criminalicen la protesta, y la labor individual o colectiva de las buscadoras. [85:  CEDAW/C/83/D/153/2020,párr.7.3.] 

5. Campañas de educación y sensibilización
[bookmark: _heading=h.h2mp4n1vs91z]52. La prevención exige que los Estados implementen campañas de educación y sensibilización que sean amplias, accesibles, multilingües y de fácil comprensión, orientadas a transformar los patrones socioculturales que toleran la violencia de género, a promover la igualdad y a eliminar la estigmatización de las víctimas[footnoteRef:86]. Es imperativo que estas aborden los prejuicios presentes en las familias y comunidades, que con frecuencia impiden que las mujeres y niñas denuncien o busquen ayuda. Estas campañas deben incluir información clara sobre los mecanismos para denunciar desapariciones, y difundirse en todo el territorio, incluyendo comunidades de origen de personas migrantes[footnoteRef:87]. Los medios pueden complementar estos esfuerzos difundiendo información verificada y narrativas que reconozcan la dignidad y la voz de las víctimas[footnoteRef:88]. Para ello, los Estados deben promover códigos de ética y lineamientos de cobertura periodística responsable que prevengan la reproducción de estereotipos de género, el sensacionalismo y la revictimización, e incluir la adopción de marcos jurídicos relativos al uso de la tecnología y la inteligencia artificial que prevengan la discriminación de género en los medios de comunicación. [86:  CED/C/MEX/VR/1, párr.52; CEDAW/C/GC/35, párr.30b.ii).]  [87:  CED/C/MEX/VR/1, párr. 52.]  [88:  CEDAW/C/GC/35, párr.30 d) i).] 

[bookmark: bookmark=id.doapk46o9a1b]B. Búsqueda
53. De conformidad con la Convención, los Estados Partes tienen la obligación primordial de buscar a las personas desaparecidas. El Comité reitera la plena aplicabilidad de todos los estándares recogidos en sus Principios Rectores para la Búsqueda de Personas Desaparecidas[footnoteRef:89]. Esta sección orienta sobre medidas concretas para aplicar una perspectiva de género y un enfoque diferencial[footnoteRef:90] en todas las etapas del proceso. [89:  CED/C/7*]  [90:  CED/C/7*, Principio 4.] 


54. La obligación de búsqueda recae exclusivamente en el Estado, debe iniciarse sin dilación[footnoteRef:91] y debe organizarse de manera eficiente[footnoteRef:92] y coordinada[footnoteRef:93]. La imposición de cualquier plazo de espera para iniciar la búsqueda contraviene la obligación de inmediatez. Es fundamental hacer frente a la inacción inicial[footnoteRef:94] no solo para la eficacia de la búsqueda, sino también para evitar que la carga recaiga sobre las familias, en su mayoría mujeres. [91:  CED/C/7*, Principio 6.]  [92:  CED/C/7*, Principio 10.]  [93:  CED/C/7*, Principio 12.]  [94:  CED/C/7*, párr. 26.] 


55. La búsqueda debe realizarse bajo la presunción de vida[footnoteRef:95] y de riesgo agravado, especialmente cuando se trata de mujeres y niñas. Desde el inicio, la estrategia de búsqueda debe incorporar un análisis de contexto y la posible conexión con otros delitos para orientar hipótesis y definir lugares a inspeccionar. Esto incluye el análisis de dispositivos electrónicos, cámaras de seguridad y domicilios de posibles agresores, ampliando el espectro más allá de los sitios tradicionalmente asociados a la detención de personas o al conflicto armado, e incorporando contextos y espacios vinculados a la delincuencia común, la criminalidad organizada, las rutas migratorias o el feminicidio[footnoteRef:96].  [95:  CED/C/7*, Principio 1.]  [96:  A/HRC/54/22/Add.5. ] 


56. En los casos de niñas y adolescentes, la búsqueda puede valerse de herramientas como el uso de retratos de progresión de edad en desapariciones prolongadas y la creación de bancos de datos genéticos. También debe analizar sus últimas interacciones en redes sociales, aplicaciones de mensajería y videojuegos, identificando perfiles sospechosos o patrones de captación y manipulación de menores con fines de explotación, incluida la sexual. Los Estados deben garantizar que las unidades de búsqueda cuenten con capacidades forenses digitales y mecanismos adecuados para la preservación de evidencia electrónica.

57. En casos de desaparición de mujeres y niñas con discapacidad, los protocolos de búsqueda deben incorporar medidas específicas que consideren su particular situación de vulnerabilidad, como difusión de información sobre la desaparición en formatos accesibles (braille, lectura fácil, lengua de señas);  búsqueda en centros de salud mental, centros de cuidado u otros espacios donde puedan estar confinadas sin su consentimiento; comprobación de si la víctima requería medicación o tratamientos vitales, para evaluar el riesgo apropiadamente; y consulta con familiares y organizaciones de personas con discapacidad para desarrollar estrategias de búsqueda apropiadas. Los Estados deben prestar especial atención a las mujeres con discapacidad intelectual y/o psicosocial, quienes pueden enfrentar dificultades adicionales para identificarse o solicitar ayuda si son encontradas.

58. Los protocolos de búsqueda deben incluir, de acuerdo con el contexto nacional, un listado de indicios que permitan identificar cuándo una desaparición puede haber ocurrido en un contexto de violencia de género[footnoteRef:97]. Entre estos: situaciones previas de violencia de género, amenazas, relaciones violentas, o haber iniciado una relación con una persona desconocida[footnoteRef:98].  [97:  CEDAW/C/GC/35, párr. 14.]  [98:  Guía Argentina, pp. 25–26, 30.] 

59. La búsqueda es una obligación permanente[footnoteRef:99] del Estado que debe continuar hasta determinar con certeza la suerte y el paradero de la persona desaparecida, sin que dependa de un proceso penal. El Estado debe desarrollar una estrategia integral[footnoteRef:100], con un plan de acción y un cronograma, para la búsqueda inmediata; en caso de fallecimiento, identificar sus restos mortales y entregarlos dignamente a sus familiares. En los casos de muertes violentas de mujeres y niñas, la investigación debe seguir protocolos especializados de femicidio, incorporando esta hipótesis en el proceso investigativo[footnoteRef:101]. [99:  CED/C/7*, Principio 7.]  [100:  CED/C/7*, Principio 8.]  [101:  Guía Argentina, p. 50.] 

60. Cualquier decisión de concluir una búsqueda sin resultados debe ser transparente, motivada, libre de estereotipos y contar con el consentimiento previo e informado de los familiares[footnoteRef:102]. Cuando no sea posible identificar a la persona hallada, deben realizarse análisis contextuales, biométricos y forenses con perspectiva de género para comparar datos entre hallazgos de personas sin identificar y denuncias de desaparición[footnoteRef:103]. Esto incluye la búsqueda de indicios de violencia sexual o mutilaciones simbólicas, y requiere que no se excluyan identidades de género -por ejemplo, de mujeres trans- basándose únicamente en marcadores biológicos. [102:  CED/C/7*, Principio 7.]  [103:  Guía Argentina, pp. 49-50.] 

61. La búsqueda requiere un enfoque centrado en las víctimas, que evite la revictimización y promueva interacciones empáticas, respetuosas y confidenciales. El Estado debe acompañar a las familias durante todo el proceso, brindar apoyo psicológico para el hallazgo, mantener actualizada la información forense y respetar sus decisiones sobre ceremonias y ritos funerarios, conforme a sus tradiciones[footnoteRef:104]. En casos transfronterizos, deben facilitarse la recolección remota de datos ante-mortem y muestras genéticas, y garantizarse la asistencia consular necesaria[footnoteRef:105]. [104:  Guía Argentina, p. 49.]  [105:  CED/C/26/2, pár. 60.] 


62. Si bien las mujeres han asumido un papel central en la búsqueda de sus seres queridos, ello nunca debe tomarse como pretexto para eximir al Estado de su deber primordial de búsqueda. La búsqueda debe respetar el derecho a la participación, esta debe ser voluntaria y segura[footnoteRef:106]. El Estado debe reconocer, dignificar y apoyar su labor, garantizando condiciones adecuadas de seguridad, acompañamiento médico y psicosocial, capacitación y equipo de primeros auxilios, así como herramientas de gestión del riesgo individualizadas y elaboradas en consulta con las propias buscadoras. Como medida complementaria, los Estados pueden establecer fondos públicos de acceso directo para subsidiar los costos que incurren las familias y los colectivos, mitigando el impacto económico sobre las mujeres.  [106:  CED/C/7*, Principios 5 y 14.] 


[bookmark: bookmark=id.cw8glvj91lfw][bookmark: _heading=h.rgq3x8e2nl9d]C. Investigación, enjuiciamiento y sanción

63. La búsqueda y la investigación penal son obligaciones autónomas pero interdependientes, que deben desarrollarse de forma coordinada y simultánea desde el inicio de la desaparición[footnoteRef:107]. Mientras la primera tiene un propósito humanitario - determinar la suerte y el paradero de la persona -, la segunda busca la verdad sobre las circunstancias de la desaparición y la sanción de los responsables. Los Estados deben establecer mecanismos permanentes de coordinación entre las entidades de búsqueda, de investigación y las autoridades judiciales competentes, garantizando que la localización con vida de la víctima no implique el cierre de la investigación penal.  [107:  CED/C/7*, Principio 13.] 

 
64. Las investigaciones deben aplicar un estándar de debida diligencia reforzada que abarque el hecho de la desaparición, su contexto de discriminación y, de ser el caso, el continuum de violencia que la precedió. La desaparición forzada debe investigarse y sancionarse como una forma autónoma y prolongada de violencia de género y considerarse también el vínculo con los agentes no estatales que actúan con autorización, apoyo o aquiescencia del Estado[footnoteRef:108], en contextos que generan obligaciones específicas de debida diligencia[footnoteRef:109]. Además, deben documentar y reflejar los impactos en las supervivientes para adoptar medidas de reparación adecuadas. [108:  CED/C/10, párrs. 2-8.]  [109:  CED/C/10, párrs. 9–22; CEDAW/C/GC/35, párr. 24a) y b).] 


65. Los Estados deben realizar con prontitud todas las actuaciones y averiguaciones necesarias para esclarecer la suerte de las víctimas e identificar a los responsables.[footnoteRef:110] Es imperativo asegurar la coordinación entre fiscalías especializadas, y otras autoridades, la recopilación proactiva de pruebas y el uso de peritajes y evidencia contextual o digital incluso antes del hallazgo. Los diagnósticos y análisis de patrones resultantes de estas investigaciones coordinadas deben, a su vez, informar y fortalecer sistemáticamente las estrategias de prevención del Estado. [110:  Corte IDH, Anzualdo Castro Vs. Perú, párr.135.] 


66. Algunas de las hipótesis de conexión con otros delitos incluyen: 

(a) Violencia sexual y reproductiva: La desaparición deja a la persona en una situación de desprotección, en la que pueden cometerse violación, esclavitud sexual, embarazo, aborto o esterilización forzados, prácticas que pueden constituir tortura. La investigación debe incorporar protocolos forenses especializados para detectar indicios de estas formas de violencia, incluso cuando los restos sean localizados con posterioridad. Asimismo, debe documentarse la negación de acceso a servicios de salud sexual y reproductiva durante el cautiverio. 

(b) Femicidio:  La desaparición debe investigarse como una posible antesala del femicidio, especialmente cuando se oculta el cuerpo para garantizar la impunidad. Los Estados deben garantizar que los casos de muertes violentas de mujeres y niñas sigan protocolos adicionales de investigación científica de femicidios, prestando especial atención a indicios como mutilaciones con carácter simbólico o degradaciones específicas basadas en prejuicios de género. 

(c) Trata de personas:  Dado que la desaparición es un método común para la captación de mujeres y niñas con fines de explotación, la investigación debe incorporar líneas de indagación sobre redes de trata, rutas de tráfico y destinos de explotación. Esto requiere el uso de evidencia digital, el análisis de comunicaciones y la coordinación transfronteriza.

(d) Apropiación de niños y niñas:  Particularmente, en casos de mujeres desaparecidas durante el embarazo o con hijos pequeños, la investigación debe abarcar la posible apropiación de niños y niñas, así como las adopciones ilegales, lo cual constituye una violación del derecho a la identidad del niño o niña y de su derecho a la familia[footnoteRef:111]. Esto incluye la búsqueda activa de menores nacidos y sustraídos durante la desaparición de su madre, así como la implementación de bancos de datos genéticos.  [111:  CDN, arts. 8,9.] 


67. Los Estados deben garantizar que tales hipótesis no se limiten prematuramente a un solo sospechoso ni clasifiquen los casos como delitos comunes sin analizar exhaustivamente los patrones de control de género o de la delincuencia organizada que subyacen a la desaparición. 

68.  La investigación y búsqueda de una persona defensora de derechos humanos desaparecida, se debe considerar la hipótesis de su trabajo como posible causa de la desaparición.

69. La obligación de la debida diligencia se extiende a la etapa de enjuiciamiento. Los tribunales deben asegurar que la valoración de la prueba se realice libre de estereotipos de género y con un enfoque sensible al trauma. Los operadores de justicia deben comprender que la situación puede afectar la memoria y el relato de las víctimas, sin desestimar su credibilidad. Asimismo, los análisis de contexto sobre patrones de violencia de género y criminalidad organizada deben ser admitidos y valorados como prueba por los tribunales para evitar visiones fragmentadas de los hechos.

70. Finalmente, para combatir la impunidad, el Comité recuerda que el plazo de prescripción de la acción penal debe ser prolongado y proporcional a la gravedad del delito de desaparición forzada.[footnoteRef:112] Cuando constituye un crimen de lesa humanidad, es imprescriptible conforme al derecho internacional. Más aún, reitera la improcedencia de cualquier amnistía y de otras medidas de clemencia que impidan la investigación y la sanción efectiva de los responsables.[footnoteRef:113] [112:  CIPDF, art.8; CED/C/MNG/CO/1, párr.25; CED/C/JPN/CO/1, párr.19; CED/C/AUT/CO/1, párr.15; CED/C/ALB/CO/1, párr. 23; CED/C/TU/CO/1, párr.19; CED/C/ARM/CO/1, párr. 13.]  [113:  CED/C/BIH/CO/1 párr.26; CED/C/CHL/CO/1, párr.17d); CED/C/BRA/CO/1, párr. 23b); CED/C/ESP/OAI/1, párr.19; CED/C/MLI/CO/1, párr.25; CED/C/MRT/CO/1, párr.24.] 


71. Los Estados deben tomar medidas para eliminar los obstáculos que entorpezcan las investigaciones y sancionar cualquier acto de omisión o de obstrucción a la justicia por parte de los funcionarios encargados de la búsqueda y la investigación[footnoteRef:114].  [114:  CIPDF, art.12.4.] 


72. Los funcionarios policiales, fiscales y judiciales tienen el deber de identificar y erradicar los estereotipos de género que influyen en la percepción de los hechos, comprometen la imparcialidad de las actuaciones y pueden conducir a la denegación de justicia y a la revictimización. Esto incluye respetar la identidad de género de las mujeres y niñas trans, priorizando el uso de su nombre social o elegido y, simultáneamente, asegurando el registro de todos sus datos filiatorios (nombres registrales, sociales y alias) para no perder líneas de investigación y permitir su identificación en todos los entornos vitales por los que la persona haya transitado.

73. En el caso de las mujeres migrantes, refugiadas y desplazadas, los Estados deben asegurar que puedan denunciar una desaparición de manera segura y adoptar medidas para superar los obstáculos específicos que enfrentan para acceder a la justicia, tales como el temor a la deportación, la falta de documentación y las barreras lingüísticas[footnoteRef:115].  [115:  CED/C/GC/1, párr.38.] 


74. Cuando proceda, los Estados deben reconocer y articularse con las vías de justicia alternativas y los sistemas de justicia propios de los pueblos indígenas, como una forma de garantizar un acceso a la justicia culturalmente segura y reparadora. 


[bookmark: _heading=h.nkgirmxkjbt][bookmark: bookmark=id.do1qlgjkttsq]D. Protección

75. Los Estados Partes tienen la obligación de proteger a todas las personas frente a intimidaciones o represalias por la búsqueda e investigación de personas desaparecidas. Esta obligación se refuerza en el caso de las mujeres buscadoras, que, debido a su labor y a la discriminación de género, enfrentan un riesgo agravado. Los Estados deben garantizar que puedan buscar con dignidad y seguridad, sin temor por su vida, su integridad o la de sus familias[footnoteRef:116]. La angustia y el sufrimiento causados por la desaparición y la falta de respuesta estatal pueden constituir tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes.[footnoteRef:117] [116:  CED/C/7*, Principios 2 y 14. ]  [117:  https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/hrbodies/ced/statements/2025-08-30-stm-en-fr-sp.pdf Declaración conjunta: La desaparición forzada como tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 30 de agosto de 2025.] 


76. La obligación de protección comprende un doble deber: abstenerse de cometer, por medio de sus agentes, cualquier acto de amenaza, violencia o represalia contra las mujeres buscadoras[footnoteRef:118], y protegerlas eficazmente de actos similares perpetrados por particulares o actores no estatales[footnoteRef:119]. Los Estados deben realizar evaluaciones de riesgo periódicas, exhaustivas y con perspectiva de género; diseñar y adoptar medidas de protección idóneas y suficientes, en consulta genuina y permanente con las beneficiarias[footnoteRef:120]; monitorear, reevaluar y ajustar constantemente la efectividad de dichas medidas; e investigar y sancionar a los responsables de amenazas y agresiones, entendiendo que la lucha contra la impunidad es una medida de protección y garantía de no repetición.  [118:  CIPDF, art.12.4.]  [119:  CEDAW/C/GC/35, párras. 24-25.]  [120:  CED/C/15/3, pár.11.] 


77. Las medidas de protección deben diseñarse con una perspectiva de género y enfoque diferencial, reconociendo los contextos particulares y los riesgos específicos que enfrentan las mujeres y niñas en su diversidad. La protección debe concertarse conjuntamente con las personas beneficiarias, escuchando sus necesidades, y extenderse a su vida cotidiana, incluyendo su participación en todos los procesos[footnoteRef:121].  [121:  CED/C/12/2, pár,32;  CED/C/14/2, pár.20; CED/C/17/2, pár.10; CED/C/19/2, pár.22. ] 


78. El Comité insta a los Estados a desarrollar, en consulta con las buscadoras, protocolos específicos para búsquedas en terreno que mitiguen los riesgos físicos, ambientales y de salud asociados a estas labores, e implementarlos de manera efectiva. 

79. Sin perjuicio de las medidas de protección que deben otorgar a las mujeres buscadoras en virtud de su condición de víctimas de graves violaciones de los derechos humanos, los Estados deben garantizar el acceso de las personas defensoras de los derechos humanos a mecanismos de protección[footnoteRef:122]. Los marcos legales deben establecer mecanismos idóneos, suficientes y adecuados para prevenir las agresiones, responder de forma inmediata a las amenazas y asegurar la investigación y la sanción de los responsables. Dichos mecanismos deben combatir la criminalización, el hostigamiento judicial, la violencia y la revictimización institucional[footnoteRef:123].  [122:  CED/C/ECU/OAI/1, párr. 53.]  [123:  CED/C/7*, Principio 14. ] 


80. Los Estados también deben garantizar servicios de salud mental gratuitos, especializados, y culturalmente pertinentes, con enfoques sensibles al trauma y al género; crear unidades especializadas de atención psicosocial y establecer alianzas con organizaciones de la sociedad civil, especialmente las dirigidas por mujeres con experiencia en la búsqueda.

[bookmark: _Hlk230026638]81. Algunas buscadoras enfrentan represalias laborales, como despidos, degradaciones o acoso laboral, derivadas de su labor de búsqueda, prácticas que deben prohibirse. Los estados deben erradicar los estereotipos de género y la exclusión laboral; establecer mecanismos expeditos de denuncia y sanción; reconocer la búsqueda y defensa de derechos humanos como una actividad legítima que no puede generar consecuencias laborales adversas; y garantizar un acompañamiento legal gratuito y efectivo. Los Estados deben reconocer la búsqueda como trabajo no remunerado de valor social que conlleva el acceso a la seguridad social y a programas de bienestar, priorizando a quienes tienen responsabilidades de cuidado.

82. Asimismo, los Estados tienen la obligación de remover los obstáculos sociales, normativos y administrativos que impiden a las mujeres el acceso a derechos y prestaciones sociales básicas tras la desaparición de un familiar. El Comité alienta a los Estados a adoptar figuras jurídicas como la "declaración de ausencia por desaparición", que permite a las familias ejercer sus derechos civiles y sociales sin la carga de iniciar un proceso de declaración de fallecimiento, sin forzar a las mujeres, en particular, a declararse viudas para acceder a sus derechos.

83. La implementación de las medidas de protección debe reconocer la diversidad de las mujeres buscadoras y adoptar acciones afirmativas cuando sea necesario. Los Estados deben adoptar medidas de protección diferenciadas para niñas, adolescentes y mujeres mayores, como sistemas de cuidado y apoyo psicosocial gratuitos que eviten cargas desproporcionadas y atiendan sus necesidades de movilidad, descanso y salud. Finalmente, respecto a las niñas y niños que han sido sustraídos, apropiados o cuya identidad ha sido alterada en el contexto de una desaparición forzada, los Estados deben adoptar medidas específicas para resolver su estatus legal y garantizar una respuesta integral para la restitución de todos sus derechos.

84. La protección debe incluir el reconocimiento y la promoción del derecho de asociación de las mujeres buscadoras y del trabajo de sus colectivos. El Comité exhorta a los Estados a garantizar un entorno propicio, con recursos suficientes, para sostener su labor. También es esencial proteger y apoyar los espacios de encuentro, apoyo y solidaridad entre buscadoras.

85. En cuanto a las mujeres y niñas sobrevivientes, el Comité subraya que la obligación de protección se extiende al momento en que una mujer o niña reportada como desaparecida es encontrada con vida. En estas circunstancias, las autoridades deben actuar con la máxima diligencia para proteger su autonomía, seguridad e integridad física y psicológica, considerando que puede encontrarse en estado traumático y temer por su seguridad.  Ello incluye brindar atención médica y psicológica especializada de emergencia, con profesionales capacitados en trauma y violencia de género; garantizar un entorno seguro y privado, evitando cualquier forma de revictimización; información clara y comprensible sobre sus derechos, los procedimientos disponibles, una evaluación inmediata de riesgos para determinar si enfrenta peligro, con respeto absoluto de su autonomía y su derecho a decidir con quién desea o no tener contacto. La notificación a los familiares sobre su localización solo debe realizarse tras obtener su consentimiento libre e informado. Las autoridades deben explicarle las implicaciones de dicha notificación y respetar su decisión si manifiesta que no desea que ciertas personas sean informadas, especialmente si la desaparición fue perpetrada por familiares o si teme violencia doméstica. En el caso de niñas y adolescentes, el principio del interés superior debe guiar estas decisiones, priorizando siempre su seguridad y bienestar por encima de la reunificación familiar automática. Los Estados deben establecer programas específicos de reintegración social y familiar que contemplen un acompañamiento psicosocial sostenido y medidas de protección contra la estigmatización y la violencia comunitaria. 

86. En casos en que la víctima fue sometida a violencia sexual en el contexto de su desaparición, el Estado debe garantizar el acceso inmediato a la profilaxis posexposición (VIH, otras ITS), a la anticoncepción de emergencia y, en su caso, al acceso a servicios de aborto seguro. Asimismo, debe ofrecerse apoyo para la preservación de la evidencia forense, respetando en todo momento su decisión sobre su participación en procesos judiciales. 

[bookmark: _heading=h.ldtvuhythl8x][bookmark: bookmark=id.5rs6u184xr59]E. Reparación integral

87. Los Estados deben garantizar el derecho de las víctimas a obtener una reparación integral, rápida, justa y adecuada por el perjuicio sufrido[footnoteRef:124]. Para ello, deben elaborar un diagnóstico multidisciplinario del daño - afectaciones psicológicas, familiares, comunitarias y sociales; violaciones de derechos incluidos los económicos, sociales y culturales; contexto criminológico; y vulnerabilidades específicas elaborado con participación de las víctimas y por profesionales especializados en trauma, género y derechos humanos.  [124:  CIPDF, art. 24.] 


88. Los Estados deben establecer mecanismos accesibles y participativos para que las víctimas puedan solicitar y obtener reparación. Las medidas deben ser culturalmente pertinentes y significativas para las víctimas. Se debe monitorear su implementación efectiva y eliminar cualquier barrera de acceso eliminada. 

89. La reparación integral y transformadora debe abordar no solo el daño individual, sino también las desigualdades estructurales y los patrones de discriminación que permitieron la desaparición forzada. La reparación debe diseñarse, aplicarse y evaluarse con perspectiva de género y enfoque diferencial[footnoteRef:125], atendiendo los daños de delitos conexos y el impacto intergeneracional. [125:  CED/C/GMB/CO/1, párr. 54 (a] 


90. Las medidas de reparación pueden tener una dimensión colectiva. En el caso de comunidades indígenas, deben respetarse sus formas de organización, cosmovisiones y vínculos con el territorio, incluyendo ceremonias de sanación, recuperación de sitios sagrados, restitución de tierras, fortalecimiento de la justicia propia y apoyo a iniciativas de memoria lideradas por mujeres. Los Estados deben asegurar que estas reparaciones no invisibilicen las necesidades específicas de las mujeres indígenas ni reproduzcan jerarquías de género

91. La restitución debe tener como objetivo restablecer la situación anterior a la violación de los derechos. En el caso de las mujeres y niñas desaparecidas que son encontradas con vida, debe incluir la restitución de su libertad, identidad, vida familiar, ciudadanía, empleo y bienes. Para las mujeres buscadoras y sus familias víctimas de desplazamiento forzado, debe contemplar, entre otras medidas, el retorno seguro y digno y asegurar la restitución de propiedades y tierras que hubieran sido apropiadas ilegalmente por terceros.

92. La indemnización debe tener un enfoque transformador: no solo compensar las pérdidas, sino también mitigar las desventajas económicas y estructurales que enfrentan las mujeres y que la desaparición agrava. Debe cubrir todo perjuicio evaluable —daños físicos o mentales, pérdida de oportunidades educativas y laborales, daños materiales y morales, y gastos jurídicos, médicos o sociales— y, en el caso de las buscadoras, reconocer los costos de la búsqueda, las cargas de cuidado no remunerado y, cuando corresponda, los gastos funerarios. Para quienes trabajaban en el sector informal o realizaban trabajo doméstico no remunerado, la indemnización debe reflejar el valor real de ese trabajo y el costo de haberlo abandonado para dedicarse a la búsqueda. Los Estados pueden considerar la creación de fondos fiduciarios u otros programas administrativos nacionales para facilitar el acceso a la indemnización. 

93. La rehabilitación debe ser integral y responder a los requerimientos específicos de las mujeres y niñas víctimas. Los Estados deben garantizar el acceso a una atención médica y psicológica gratuita, especializada y sensible al trauma, incluyendo apoyo psicosocial a largo plazo que aborde las consecuencias de la pérdida ambigua y el trauma derivado de la participación en los procesos de búsqueda e investigación. 

94. La satisfacción debe incluir medidas que reconozcan la dignidad y el sufrimiento de las víctimas. Comprende la verificación de los hechos, la revelación de la verdad, la búsqueda, actos de reconocimiento de responsabilidad estatal, disculpas públicas y expresiones artísticas y representativas de conmemoración. Se debe incorporar la perspectiva de las buscadoras en los procesos de memoria histórica, y las medidas de satisfacción deben reconocer y empoderar su lucha y resistencia.

95. Las garantías de no repetición deben incluir reformas institucionales en los sectores de justicia y seguridad para erradicar la discriminación de género, capacitaciones para la formación de todos los funcionarios públicos en materia de género, trauma y desaparición forzada, y medidas para la reintegración social de las sobrevivientes.

[bookmark: _heading=h.qwlw0gketr9y]96. El derecho a la verdad es un derecho inalienable e imprescriptible de las víctimas y la sociedad. En casos de desaparición forzada de mujeres y niñas, este derecho posee una ineludible dimensión de género: implica conocer no solo la suerte y paradero de la persona desaparecida, la identidad de los responsables y las circunstancias de la desaparición —incluyendo las razones de género que la propiciaron—, sino también acceder a la verdad sobre las afectaciones específicas y violencias diferenciadas que sufrieron las mujeres y niñas, tanto en su condición de personas desaparecidas como en su rol de buscadoras[footnoteRef:126]. El derecho a la verdad está ligado al deber estatal de investigar, y al derecho de las víctimas a la justicia y la reparación. [126:  A/HRC/WGEID/98/2, párr.22.] 


97. La memoria histórica es una parte central del derecho a la verdad y una forma de reparación colectiva que contribuye a las garantías de no repetición, y es clave para la reconciliación en contextos de transición. Los Estados deben adoptar políticas de memoria que combatan la impunidad, dignifiquen a las víctimas y transformen los patrones de violencia de género. Para ello, deben asegurar que sus voces, en toda su diversidad, estén presentes en todos los esfuerzos de documentación y memoria, apoyando iniciativas comunitarias lideradas por buscadoras; monumentos, museos y espacios culturales que visibilicen el sufrimiento y la resistencia, con medidas para prevenir su vandalización; y la incorporación de la historia de las desapariciones con perspectiva de género en los programas educativos. Las comisiones de la verdad u otros mecanismos de esclarecimiento histórico deben incorporar la perspectiva de género en su mandato y metodología[footnoteRef:127].  [127:  ONU Mujeres, Manual de justicia transicional con enfoque de género.
] 


98. La desaparición forzada de una mujer o niña trunca de forma violenta su proyecto de vida, frustrando sus aspiraciones y el ejercicio de sus derechos. También impacta el proyecto de vida de las mujeres buscadoras y sus familias, generando incertidumbre y sufrimiento permanentes. El análisis multidisciplinario para la reparación debe documentar el proyecto de vida truncado —aspiraciones, etapas vitales, relaciones y contribuciones potenciales— y, en el caso de las buscadoras, cómo la búsqueda afectó sus propias oportunidades y metas personales.

99. Los Estados deben eliminar los obstáculos legales y administrativos para que los familiares, en particular las mujeres que mayoritariamente asumen estas tareas puedan obtener de manera expedita la custodia legal de menores huérfanos por la desaparición, garantizando así el interés superior del niño o niña[footnoteRef:128] , la restitución de su derecho a la educación, al ocio y a un desarrollo libre de violencia. [128:  CED/C/21/2, pár.14; CED/C/22/2, párr.15.] 

[bookmark: _heading=h.i7zqnffum7zx]
[bookmark: bookmark=id.von0n1u07g4i][bookmark: _heading=h.v8stxqoauzsn][bookmark: bookmark=id.2gh11usl3dey][bookmark: _heading=h.mpd91dnbk4yf]V. Mecanismos de seguimiento y rendición de cuentas
100. Los Estados deben establecer mecanismos independientes de seguimiento, evaluación y actualización de las políticas públicas que abordan la desaparición forzada de mujeres y niñas. Deben basarse en indicadores con perspectiva de género y garantizar la participación efectiva de la sociedad civil, las víctimas y los organismos internacionales, así como la rendición de cuentas periódica y transparente.
[bookmark: bookmark=id.9lwjeycm7jmp][bookmark: _heading=h.f6urikehqyhy]VI. Fortalecimiento de las capacidades del Estado

101.  Los Estados deben fortalecer sus capacidades institucionales con recursos humanos calificados, técnicos, financieros y logísticos adecuados y suficientes.

102. La formación de los funcionarios públicos, incluido el personal militar, policial, médico y demás funcionarios encargados de la respuesta estatal ante la desaparición forzada[footnoteRef:129], debe ser obligatoria, periódica y sujeta a evaluación. Esta capacitación debe abordar los estándares internacionales de derechos humanos y de desaparición forzada, con especial énfasis en la perspectiva de género[footnoteRef:130] y el enfoque diferencial, y debe sostenerse en el tiempo mediante procesos de acompañamiento profesional que busquen garantizar su aplicación práctica y continua.  [129:  CIPDF, Art. 23.]  [130:  A/HRC/WGEID/98/2, párr.46.] 


103. Los Estados deben dotar a sus funcionarios de herramientas prácticas y diferenciadas que respondan a la diversidad de contextos en los que ocurren las desapariciones, tales como listas de verificación (checklists) para acciones inmediatas, matrices de evaluación de riesgo[footnoteRef:131] con indicadores de género y guías de entrevistas forenses especializadas. Esto requiere una coordinación efectiva que evite la proliferación de protocolos y, en su lugar, promueva la centralización de estas herramientas en un único instrumento que articule de manera coherente las distintas obligaciones estatales y catalice su implementación. [131:  Police Network on Missing Children, Comprensión y gestión del riesgo en el contexto de la desaparición de personas.  ] 

 
104. Los mecanismos especializados de búsqueda de personas requieren procedimientos, experiencias y conocimientos especiales que respondan a necesidades diferenciadas[footnoteRef:132]. Al ser creados por los Estados deben contar con un mandato amplio, con autonomía funcional, una composición equilibrada en materia de género y especialistas, incluyendo mujeres, para garantizar que la perspectiva de género sea un pilar transversal y efectivo de su trabajo[footnoteRef:133]. El Comité insta a los Estados a eliminar los obstáculos históricos y estructurales que dificultan la labor de búsqueda, así como a erradicar los estereotipos de género que estigmatizan y deslegitiman a las mujeres buscadoras.[footnoteRef:134] [132:  CED/C/21/2, pár.14; CED/C/22/2, pár.15.]  [133:  CED/C/21/2, pár.14; CED/C/22/2, pár. 15..]  [134:  Corte IDH, Leite de Souza y otros vs. Brasil, párr. 192.] 


105. Una respuesta estatal coherente y eficaz requiere una coordinación fluida y permanente entre todas las entidades involucradas[footnoteRef:135]. Los Estados deben establecer canales de interlocución y mecanismos de colaboración obligatorios entre las instituciones de búsqueda, investigación y justicia, así como con las entidades especializadas en derechos de las mujeres y la niñez a todos los niveles de gobierno.  [135:  CED/C/21/2, pár.28.] 


106. El fortalecimiento institucional debe ir acompañado de un cambio cultural que ponga los derechos de las víctimas en el centro. La formación del personal debe eliminar estereotipos de género y combatir la estigmatización y culpabilización de las víctimas. Los Estados deben sensibilizar a su personal, asegurar un trato digno, sancionar el incumplimiento de la debida diligencia y depurar rigurosamente las instituciones para impedir que personas implicadas en graves violaciones de derechos humanos ocupen cargos de autoridad.
[bookmark: bookmark=id.tr8vez2id1yi][bookmark: _heading=h.r5lnmbvvbwld]VII. Cooperación internacional

107. Prevenir y erradicar la desaparición forzada de mujeres y niñas es una responsabilidad compartida que exige una cooperación robusta entre Estados, organismos internacionales, mecanismos regionales de protección, la academia y, la sociedad civil.

108. El Comité alienta el apoyo de la cooperación internacional en sus dimensiones financieras, técnicas, investigativas, diplomáticas y de auxilio judicial[footnoteRef:136]. Los Estados deben articular sus esfuerzos con los mecanismos especializados en desaparición forzada, eliminación de la violencia y discriminación de género. [136:  CIPDF, arts.14-15.] 


109. En casos de desapariciones transfronterizas, la cooperación interestatal ágil, incluido el auxilio judicial recíproco internacional[footnoteRef:137], es una obligación ineludible.  [137:  CED/C/26/2, pár.56.] 


110. La cooperación estatal e internacional debe apoyar técnica y financieramente a los colectivos de buscadoras, sin que ello suponga la transferencia de responsabilidades del Estado. Dicho fortalecimiento debe promover el liderazgo y la participación efectiva de las mujeres, asegurando que su voz y sus demandas sean escuchadas y atendidas en los espacios de toma de decisiones nacionales e internacionales.


------.------
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